Gaceta Parlamentaria, año VIII, número 1762, viernes 27 de mayo de 2005
QUE REFORMA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 38 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REMITIDA POR EL EJECUTIVO FEDERAL Y RECIBIDA EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 25 DE MAYO DE 2005 

México, DF, a 23 de mayo de 2005. 

CC. Secretarios de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión 
Presentes 

Con fundamento en lo dispuesto en la fracción I del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y para los efectos de lo establecido en la fracción III del artículo 78 de la propia Constitución, por instrucciones del C. Presidente de la República me permito enviar a ustedes la iniciativa de decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, documento que el propio Primer Magistrado de la nación propone por el digno conducto de ustedes. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi consideración. 

Atentamente 
Lic. M. Humberto Aguilar Coronado (rúbrica) 
Subsecretario de Enlace Legislativo 
  

CIUDADANO PRESIDENTE DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE 

El desarrollo y la consolidación de la democracia en México han exigido paralelamente la revisión y, en su caso, la adecuación del marco jurídico para permitir el ejercicio pleno de los derechos que como ciudadanos nos corresponden. 

En este sentido, es indudable que una de las garantías más preciadas de los gobernados lo es la presunción de inocencia, conforme a la cual toda persona -aún sujeta a un proceso del orden criminal- debe considerarse como inocente hasta que, a la culminación de tal proceso, no se acredite su plena culpabilidad. Es entonces cuando la fuerza sancionadora del Estado debe dejarse ver con firmeza para asegurar a la sociedad en su conjunto la convivencia pacífica y respetuosa y el sometimiento de todos al imperio de la ley. 

Este fundamental principio se encuentra establecido en tratados internacionales suscritos por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República. Es el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

En el mismo sentido, el Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en México, realizado por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México, ha recomendado respetuosamente a nuestro país elevar a rango constitucional el principio de presunción de inocencia, de tal modo que esta garantía básica permee toda la actividad administrativa, legislativa, y jurisdiccional del Estado. 

Por ello, en abril de 2004 envié a la Cámara de Senadores una iniciativa de reformas al Sistema de Seguridad Pública y Justicia Penal que, entre otros temas, proponía la inclusión expresa en el texto constitucional de la presunción de inocencia y modificaba las reglas para dictar la prisión preventiva, como aspecto primordial de dicho principio. 

Independientemente del resultado legislativo que recaiga a aquélla iniciativa, el Ejecutivo Federal considera necesario continuar avanzando en el proceso de revisión legislativa para, como ya se señaló, suprimir disposiciones normativas que de manera injustificada pudieran ser un obstáculo para el ejercicio pleno no solo de las garantías individuales, sino también de los derechos y prerrogativas de los ciudadanos. 

En este orden de ideas y congruente con la presunción de inocencia reconocida por los tratados internacionales arriba referidos, el ejercicio de los derechos y prerrogativas del ciudadano sólo debe limitarse por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 

Señalado lo anterior, nuestra Constitución, en el artículo 35, garantiza el ejercicio libre de los derechos y prerrogativas a todo ciudadano bajo condiciones de certeza, legalidad e imparcialidad. Sin embargo, el artículo 38, señaladamente su fracción II, aparece como una disposición por demás severa o excesiva, al suspender de sus derechos o prerrogativas a todo ciudadano de la República, por el simple hecho de estar sometido a un proceso judicial, es decir, en la etapa en que debiese surtir sus plenos efectos la garantía de presunción de inocencia. 

En otras palabras, de acuerdo con la fracción II del precepto mencionado, no es requisito que un ciudadano mexicano sea declarado culpable de un delito mediante sentencia, para suspender sus derechos y prerrogativas, entre los que se encuentran los derechos políticos que la propia Constitución le otorga en su calidad de ciudadano. Cabe señalar que tanto la orden de aprehensión como el auto de formal prisión no son sino etapas del proceso penal, pero no constituyen una sentencia. 

De esta manera, pudiera afirmarse que la disposición constitucional en comento aparece como una pena anticipada. 

Ahora bien, no es óbice que a la par del reconocimiento del principio de presunción de inocencia, la realidad exija, cuando las circunstancias del delito lo ameritan, que se dicten medidas precautorias como son la prisión preventiva. 

En ese tenor, los mismos principios de derecho internacional reconocen que los derechos y prerrogativas de los ciudadanos no son absolutos ya que "los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática" (artículo 32 de la Convención Americana de Derechos Humanos). 

En tal virtud, en un sistema jurídico donde impera la presunción de inocencia, no es incongruente suspender ciertos derechos de los ciudadanos, cuando, por ejemplo, constitucional y legalmente ha procedido la prisión preventiva como una medida cautelar decretada para garantizar que el proceso penal se pueda llevar a cabo o que las víctimas de un delito, o incluso la sociedad en su conjunto, estén protegidas. Es en este contexto que se inscribe la presente iniciativa. 

En efecto, el proyecto que se somete a consideración de esa Soberanía propone reformar la fracción II del artículo 38 para que a todos aquellos ciudadanos en contra de quienes se sigue un proceso penal por delito que merezca pena corporal, pero que les sea otorgada la libertad provisional, no se les suspendan sus derechos y prerrogativas, hasta en tanto no exista una sentencia condenatoria. 

De conformidad con nuestra legislación vigente, la determinación de la prisión preventiva o la libertad procesal no queda al arbitrio judicial, ya que el órgano jurisdiccional debe sujetarse a criterios claramente establecidos en la ley, mismos que han sido reconocidos en la gran mayoría de los países democráticos. 

Así, se ha reconocido que la prisión preventiva debe ser una medida excepcional, proporcional, necesaria y fundamentada en hechos concretos, con el objetivo general de asegurar la presencia del inculpado, el normal desarrollo del proceso y la seguridad de la víctima o del ofendido o, incluso de la tranquilidad social. 

En este orden de ideas, el marco jurídico vigente prevé la prisión preventiva en circunstancias tales como: 

· El peligro de fuga del inculpado; 

· Peligro de la obstaculización del proceso por el inculpado; o 

· La gravedad de las circunstancias de la comisión del delito, peligro para la víctima, testigos o la sociedad, o la reincidencia. 

Por otra parte, es indudable que la prisión preventiva, per se, conlleva material y físicamente restricciones -aún temporales- a las garantías del individuo y, por tanto, a sus derechos y prerrogativas como ciudadano, sin que ello deba tildarse de incongruente o contrario a los derechos fundamentales, ya que como se señaló, el orden constitucional y legal deben buscar el equilibrio y tutelar intereses y derechos que, analizados sólo desde la óptica de una de las partes, podrían resultar contradictorios. 

En virtud de todo lo anterior, me permito someter a consideración del Honorable Congreso de la Unión la siguiente iniciativa de 

DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción II del artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

"Artículo 38.- ... 

I. ... 

II. Por estar sujeto a un proceso penal por delito que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal prisión y siempre que no se haya otorgado la libertad provisional bajo caución; 

III. a VI. ... 

..."
TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las personas a quienes, a la entrada en vigor del presente Decreto, se les haya decretado auto de formal prisión y que hubiesen obtenido su libertad provisional bajo caución, recuperarán el goce de los derechos y prerrogativas que les hubiesen sido suspendidos, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que, para su ejercicio, en cada caso señale la legislación que regula tales derechos o prerrogativas. 

Reitero a Usted, Ciudadano Presidente de la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, las seguridades de mi consideración más distinguida. 

Palacio Nacional, a nueve de mayo de dos mil cinco. 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Vicente Fox Quesada (rúbrica) 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Mayo 25 de 2005.) 
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